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INTRODUCCION

Un tema como el presente, más allá de ser un mero ejercicio académico, está en la base de la defensa y efectiva vigencia de los derechos humanos, sobre todo en El Salvador, donde la transición hacia la paz y la consolidación de las instituciones democráticas requieren un respeto cada vez mayor para los derechos fundamentales de las personas, por parte de los particulares y de los funcionarios públicos, así como una adecuada protección jurisdiccional y/o meta jurisdiccional de los mismos.

Es reconocido universalmente que una de las características esenciales del Ombudsman u Ombudsperson, es precisamente la incoercibilidad de sus resoluciones y recomendaciones, frente a lo cual existen opiniones encontradas, pues lo que se convierte en la fortaleza moral de esta institución, es el principal obstáculo para restituir el goce de los derechos violados, ejecutar las indemnizaciones recomendadas y llevar a cabo cualquier otra medida tendiente a garantizar el efectivo ejercicio de los derechos

humanos.

En ese sentido, siendo al objeto del juicio de amparo conocer de las violaciones a los derechos consagrados por la Constitución y dada la identidad -aunque no total- que existe entre derechos humanos y derechos constitucionales, por cuanto la mayoría de aquellos están contenidos en las Constituciones nacionales, es obvio que el amparo se convierte en el mecanismo jurisdiccional idóneo a nivel interno para exigir el respeto de los derechos humanos. Es un imperativo, entonces, determinar la facultad del Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos de interponer o no el amparo constitucional.

PLANTEAMIEMTO DEL PROBLEMA

El artículo 194, número 4, de la Constitución de la República de El Salvador, establece entre las funciones del Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos (de aquí en adelante, el Procurador) "promover recursos judiciales y administrativos para la protección de los Derechos Humanos".

La primera dificultad y que se mantendrá como la problemática e hilo conductor a lo largo de este trabajo es con respecto al texto y terminología constitucional al referirse a esta función del Procurador, por cuanto el numeral en comento se refirió a "recursos", mientras que -como se sabe- ha existido tradicionalmente toda una controversia y a veces imprecisión legislativa y doctrinaria, en cuanto a la naturaleza jurídica del amparo.

Las corrientes doctrinarias principales y que a veces se entremezclan con respecto al amparo son las que lo consideran como un medio de impugnación dentro de un proceso (entiéndase: recurso) y las que lo consideran como una acción autónoma o un verdadero proceso constitucional.

Sin pretender ser exhaustivos haremos un recorrido por estas posturas doctrinarias, así como por el derecho comparado, con el objeto de determinar si efectivamente el Procurador se encuentra facultado o no para interponer en nombre de la víctima de derechos humanos, el amparo constitucional.

ORIGEN Y DESARROLLO NORMATIVO DEL PROCURADOR

La figura del Procurador se perfila por primera vez en el ámbito nacional en el contexto de los Acuerdos de Paz suscritos entre el Gobierno (GOES) y el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), en la Ciudad de México, el 27 de abril de 1991, donde además se plantean las reformas constitucionales relativas a la fuerza armada, al sistema judicial y derechos humanos, al sistema electoral y se conviene la creación de la Comisión de la Verdad. Sin embargo, no es sino hasta el Acuerdo global firmado en Chapultepec, Ciudad de México, el 16 de enero de 1992, que esta figura adquiere definitivamente su verdadero carácter. Es precisamente en el capítulo III, número 2, que se encuentra lo que al respecto negociaron las partes. En primer lugar, se le denominó Procurador Nacional para la Defensa de los Derechos Humanos, su anteproyecto de ley orgánica sería elaborada por COPAZ y el objetivo de dicha ley sería: "hacer efectivo el firme compromiso de las Partes en el concurso de las negociaciones de identificar y de erradicar cualesquiera grupos que practiquen violaciones sistemáticas de los derechos humanos, especialmente la detención arbitraria, los secuestros y el ajusticiamiento, así como otras formas de atentado contra la libertad, la integridad y la seguridad de la persona, lo que incluye el compromiso de identificar y, en su caso, suprimir y desmantelar toda cárcel o lugar de detención clandestinos".

Es por medio de las reformas constitucionales contenidas en el Decreto Legislativo Número 64, de fecha 31 de octubre de 1991, publicado en el Diario Oficial Número 217 Tomo 313, de fecha 20 de noviembre de ese mismo ano, que se introdujo en el texto de la Constitución de la República, dentro del Capítulo relativo al Ministerio Público, el Art. 194, donde definitivamente se eleva a rango constitucional la figura del Procurador, el cual asume la característica de ser "una herramienta esencial para alcanzar las mejores condiciones de gobernabilidad en el marco de la democracia... y verificar la situación de los derechos humanos en el país".

Posteriormente, adquiere su pleno desarrollo normativo por medio de la denominada "Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos" (de aquí en adelante, la Ley de la Procuraduría), contenida en el Decreto Legislativo Número 163, de fecha 20 de febrero de 1992, publicada en el Diario Oficial Número 45 Tomo 314, de fecha 6 de marzo del mismo año. El reglamento de esta ley es emitido por el mismo Procurador, de conformidad a la autonomía concedida por el ordinal 9, artículo 12 de la Ley de la Procuraduría. Este reglamento fue publicado en el Diario Oficial Número 42 Tomo 318, de fecha 2 de marzo de 1993.

AMPARO. DERECHOS HUMANOS Y CONSTITUCIÓN

Como lo señala Allan R. Brewer Carías, "siendo la Constitución manifestación de la voluntad del pueblo, el principal derecho constitucional que los ciudadanos pueden tener, es el derecho a dicha supremacía, es decir, al respeto de la propia voluntad expresada en la Constitución". Tal derecho implica a su vez la tutela judicial de dicha supremacía constitucional, tanto en su parte orgánica como dogmática. En ese orden, lógico es suponer que sólo la Constitución puede poner limites a su propia supremacía y a los mecanismos de tutela de la misma. 

Lo anterior, aunado al contenido de textos internacionales en materia de derechos humanos que reconocen la necesidad de contar con mecanismos jurisdiccionales para la protección de estos derechos, fortalece la tesis que describe al amparo como un elemento esencial en la efectiva vigencia y constante fortalecimiento de los derechos humanos. Es por ello que se habla de la "jurisdicción constitucional de la libertad" para referirse al conjunto de las garantías constitucionales que tienen por objeto tutelar los derechos humanos frente a cualquier amenaza de violación o violación efectiva de los mismos. Queda por precisar, entonces, si el amparo es un derecho constitucional autónomo o una garantía.

En la primera vertiente habría que concebir al amparo como "un derecho constitucional de los ciudadanos, derivado del derecho a la supremacía de la Constitución, a obtener protección judicial a dichos derechos y libertades por todos los tribunales", ya sea por medios ordinarios o específicos. En este sentido, puede verse la Constitución de Venezuela, en su art. 49 e, incluso, la Constitución de El Salvador en su art. 247, que más adelante se transcribe.

En cambio, visto el amparo como garantía constitucional o cobertura coactiva o coercible de los derechos constitucionalmente declarados, puede definirse como: "la garantía que tiene por finalidad asegurar a los habitantes el goce efectivo de sus derechos constitucionales, protegiéndolos de toda restricción o amenaza ilegal o arbitraria contra los mismos por parte de los órganos estatales o de otros particulares, con excepción de la libertad física, protegida por el habeas corpus". La forma en que esta garantía jurisdiccional se instituye procesalmente con la finalidad de proteger los derechos y libertades constitucionales puede variar, desde la modalidad de un recurso judicial hasta la de una acción procesal, lo cual nos pone nuevamente al filo de la problemática que se planteó anteriormente en cuanto al acierto o no del texto constitucional relativo a las funciones del Procurador.

La Constitución de El Salvador, promulgada en 1983, reconoce en su artículo 247 que "toda persona puede pedir amparo ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia por violación de los derechos que otorga la presente Constitución". El conocimiento de estos juicios está a cargo de una Sala especializada de la Corte Suprema de Justicia, la que conoce también de las exhibiciones personales y de las demandas de inconstitucionalidad. Vale la pena recordar que la Constitución de El Salvador promulgada el 3 de agosto de 1886, fue la primera de América Latina, después de la de México, en incorporar en su texto la institución del amparo, con lo cual puede decirse que, aunque de larga data y con muchas vicisitudes en su desarrollo normativo, sus alcances en el país están aún por definirse.

Más allá de estas precisiones en cuanto a la naturaleza intrínseca del amparo, debe recordarse que las controversias relativas a los derechos humanos tiene que ser posible su conocimiento en sede judicial, pues un derecho sin protección, aunque siga siendo derecho, imposibilita a su titular de remover el impedimento a su ejercicio, subsanar la violación o acceder al disfrute obstruido, volviendo nugatorio no sólo el principio de supremacía constitucional, sino la exigencia propia de efectividad de los derechos humanos.

AMPARO: RECURSO, ACCION O PROCEDIMIENTO

Hemos visto, entonces, que la apreciación garantista del amparo nos conduce a otros problemas propios del derecho procesal constitucional, es decir, a considerar al amparo como un recurso, una acción o un procedimiento constitucional autónomo.

El amparo como recurso implica la necesidad de agotar las vías previas de la jurisdicción ordinaria, por lo cual adquiere el carácter de subsidiario, pues se configura como un mecanismo de revisión de decisiones judiciales. El derecho comparado ofrece varios ejemplos de este tipo: la Constitución Española de 1978, el recurso de amparo constitucional alemán introducido mediante la reforma de 1969, entre otros. En estas legislaciones, el amparo requiere el agotamiento previo de las vías judiciales, es decir, que se convierte al amparo en un instrumento de impugnación de una decisión judicial o administrativa, todo ello sin perjuicio de que excepcionalmente y en casos limitados se conceda la facultad de interponerlo directamente.

Por otra parte, el amparo como acción viene a ser "el derecho subjetivo procesal, por el cual toda persona puede acudir ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a plantear la pretensión de ser amparado, contra un acto de autoridad lesivo de sus derechos constitucionales, a fin de restablecer el derecho lesionado o violado".

Para Véscovi, dentro de un punto de vista procesal, el amparo es una acción autónoma o un verdadero proceso. No lo considera un recurso, aunque sea una acción impugnativa que da lugar a un proceso de impugnación. En ese sentido, el poder de impugnación es el género, mientras que los recursos son sólo una de las formas o especies por las cuales hacer valer ese poder.

Esta acción de amparo da lugar a un procedimiento de naturaleza constitucional sui generis, tanto por la pretensión que se hace valer, como por el órgano que lo tramita, según afirma la doctrina que modernamente parece ser la predominante. "En todo caso, constituye un proceso especial que se crea cuando falla el ordinario, en busca de una vía rápida para obtener garantía de derechos esenciales”. Las características principales de este proceso son "la celeridad, la economía procesal; amplias facultades para el juzgador, incluyendo la de suplir los errores y las deficiencias del demandante, así como en la aportación de elementos de convicción; un sistema flexible de medidas cautelares, y especialmente,... que los efectos del fallo protector sean esencialmente preventivos y reparadores, es decir, se requiere de un sistema protector, en el cual se evite la violación actual o inminente de los derechos fundamentales y, en todo caso, la restitución en el goce de tales derechos al afectado...".

No obstante la aparente claridad en el uso de los términos anteriores con respecto al amparo, la mayor parte de la doctrina y del derecho comparado utiliza indistintamente los conceptos de recurso, acción o procedimiento para referirse al mismo, lo cual ha contribuido a que históricamente no exista una postura unánime en cuanto a la naturaleza del amparo y, mucho menos, común a las legislaciones de cada país.

ANÁLISIS DE LA LEY DE PROCEDIMIENTOS CONSTITUCIONALES EN CUANTO A LA LEGITIMACIÓN ACTIVA

El amparo en El Salvador, al igual que la exhibición personal y la inconstitucionalidad de las leyes, decretos y reglamentos, se encuentra regulado por la Ley de Procedimientos Constitucionales (de aquí en adelante, l.p.c.), promulgada por medio del Decreto Legislativo Número 2996, de fecha 14 de enero de 1960, publicado en el Diario Oficial Me 15 Tomo 156, del 22 de enero de ese mismo año. Dicha ley, como se ve, es anterior a la actual Constitución vigente, sancionada en 1983. Según la l.p.c., el amparo es un procedimiento constitucional, por medio del cual "toda persona puede pedir amparo ante la Corte Suprema de Justicia por violación de los derechos que LE otorga la Constitución" (Art. 3 y 12).

El artículo 12 inc. 3° de la l.p.c. establece que "la acción de amparo únicamente podrá incoarse cuando el acto contra el que se reclama no puede subsanarse dentro del respectivo procedimiento MEDIANTE OTROS RECURSOS". De tal forma, la terminología del legislador en esta caso, no es lo suficientemente clara, pues por un lado se refiere a la "acción de amparo" y, más adelante, equipara al amparo con un recurso y, anteriormente, ha dicho que se trata de un procedimiento constitucional. Esto no sólo por la redacción del artículo recién transcrito, sino porque, además, exige el agotamiento previo de las instancias ordinarias, para que proceda la admisibilidad del amparo, característica que asume el amparo cuando se considera un recurso.

Tradicionalmente, se ha considerado que el amparo sólo procede a instancia de parte. Sin embargo, existe una tendencia a ampliar la legitimización activa, otorgando este derecho a personas extrañas al agraviado, cuando éste no pueda hacerlo, requiriéndose la ratificación posterior. Incluso, algunos países como Costa Rica, consagran la acción popular para interponer el amparo.

Al respecto, es importante contrastar el texto de la Constitución vigente, con lo que al respecto regula la l.p.c., en el sentido de que el art. 247 de la Constitución establece que; "toda persona puede pedir amparo... por violación de los derechos que otorga la presente Constitución"; mientras que el art. 3 y 12 de la citada ley preceptúa: "toda persona puede pedir amparo... por violación de los derechos que LE otorga la Constitución Política".

Debe hacerse mención, entonces, de la evolución constitucional y legislativa de los referidos artículos, para explicar sus diferencias. Así, en la Constitución de 1950, el amparo se concedía directamente al agraviado, mientras que la Ley de Amparo de 1950, en contraposición a la Constitución, estableció que la demanda de amparo podía interponerse además por cualquier otra persona hábil para comparecer en juicio (art. 3). Posteriormente, en 1960 se promulga la actual Ley de Procedimientos Constitucionales, la cual adecua la normativa secundaria con relación a la ley fundamental, en el sentido de que el amparo sólo puede ser solicitado por el agraviado, su representante o su mandatario (art.14).

La Constitución de 1962 no varió el texto en mención contenido en la Constitución anterior.

Sin embargo, la Carta Magna vigente desde 1983 modificó el texto de las dos Constituciones anteriores, suprimiendo el pronombre "le", con lo cual parece indicar que el amparo puede ser solicitado por cualquier persona y no exclusivamente por el agraviado.

La modificación anterior es conforme a las sugerencias que plantean los autores, tal es el caso de Germán Bidart Campos quien recomienda que "como máximo de garantía es que el sistema de jurisdicción constitucional sea flexibilizado, optimizado y abierto en toda su posible amplitud, tanto en cuanto al aspecto orgánico (qué órgano recibe la función), a las vías de acceso y de promoción del control, y a los efectos que surten los pronunciamientos".

Esta moderna ampliación en la legitimación activa para la interposición del amparo, aunque aún no ha tenido oportunidad la Sala de lo Constitucional de pronunciarse al respecto, es de importantes implicaciones sobre todo cuando se trata de la defensa de los denominados derechos colectivos o intereses difusos, tal es el caso de la defensa del medio ambiente, de los derechos de los consumidores, ciertos aspectos relativos a la salud, la educación y a la implementación, en general, de los denominados derechos económicos, sociales y culturales, los cuales no están referidos a un titular en particular, sino que en relación a la colectividad o la sociedad toda.

  Para reforzar esta tesis, se puede afirmar que la violación de los derechos fundamentales de una tan sola persona, equivale al debilitamiento de todo el Estado da Derecho, en ese sentido es lógico conferir cada vez una mayor amplitud en la posibilidad de solicitar la intervención jurisdiccional para cualquier violación de los derechos constitucionales a fin de restablecer el orden jurídico, independientemente de la condición de agraviado personal o no.

NATURALEZA DEL MANDATO DEL PROCURADOR

Aun cuando no se aceptaran los argumentos relativos a la ampliación en el ejercicio de la legitimación activa que la Constitución ha introducido para interponer el amparo, incluyendo la facultad del Procurador de hacer mover el aparato jurisdiccional en este clase de juicios, es bueno precisar en cuanto a la propia naturaleza del mandato constitucional conferido al mismo, con el objeto de profundizar en la esencia del Art. 194, Nº 4 de la Constitución.

Al respecto, se entiende por procurador, genéricamente, a aquella persona que se encuentra legalmente habilitada para ejercer el poder de postulación en juicio a nombre de otro, así como el de representarlo ante los tribunales de justicia. El procurador es así un mandatario.

En el mismo sentido, al introducirse esta figura en la Constitución con el nombre de Procurador, dentro de un proceso de interpretación integral de la legislación vigente, es de entender que se le atribuyen las facultades y características de un mandatario o representante, cuyo punto culminante es la posibilidad de "promover recursos judiciales y administrativos para la protección de los derechos humanos". Es decir, emana de la propia Constitución un mandato o facultad de actuar en nombre y representación de otro, en este caso da los habitantes y para el fin exclusivo de defender sus derechos humanos.

Si bien es cierto, que el Procurador no es exactamente un Ombudsman u Ombudsperson, por cuanto le corresponden ciertas funciones que tradicionalmente exceden las típicamente asignadas a esa antigua institución sueca, debe recordarse que, etimológicamente, Ombudsman se deriva del sueco ombude: protector y man: hombre. Con lo cual se quiere dar a entender que se trata de un comandatario o representante de los ciudadanos. Este aspecto permite introducirnos al siguiente punto.

DERECHO COMPARADO Y LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LOS JUICIOS DE AMPARO

En algunos de los países que han adoptado la figura del Ombudsperson, se le ha dotado de la capacidad de hacer uso de la jurisdicción constitucional para hacer valer los derechos humanos.

Así, por ejemplo, en Costa Rica,, el artículo 13 de la Ley del Defensor de los Habitantes de la República, establece que "El Defensor..., por iniciativa propia o a solicitud del interesado, podrá interponer cualquier tipo de acciones jurisdiccionales o administrativas previstas en el ordenamiento jurídico".

En España, también el Defensor del Pueblo está facultado a ejercer la labor de control constitucional, mediante la interposición de recursos de inconstitucionalidad o amparo ante el supremo intérprete constitucional como es el Tribunal Constitucional. A la fecha, el Defensor del Pueblo ha interpuesto once recursos de inconstitucionalidad, diez recursos de amparo y un "habeas hábeas”.

Por su parte, la Constitución de Guatemala le confiere al Procurador la facultad de "promover acciones o recursos, judiciales o administrativos, en los casos que sea procedente".

No obstante estas facultades, la doctrina constantemente recomienda que el ejercicio de la tutela jurisdiccional de los derechos humanos, por parte del ombudsperson, sea llevado a cabo con excesiva prudencia y para casos específicos, evitando de tal forma que por toda violación a los derechos humanos, el Procurador deba interponer las acciones jurisdiccionales correspondientes. Por ello es que para algunos, el fin último de esta función consiste en la defensa de la constitución, más que propiamente de los derechos humanos, aunque al final se consigan los mismos fines, pues el Procurador no defiende, entonces, un solo derecho, sino que múltiples derechos que potencialmente pueden ser violentados. En el caso del amparo, si bien se interviene en defensa de un derecho particular, individualizado y concreto, se hace en atención a un interés público que rebasa el mero interés individual.

CONCLUSIONES

1- La legitimización activa en los juicios de amparo tal como esta concebida en la Constitución vigente, deja abierta la posibilidad a que la demanda sea interpuesta por "toda persona", independientemente de su condición de agraviado con la violación cometida. Esa legitimización amplia, también, y con mucha más razón, comprende al Procurador. Al respecto, debe recordarse que en la mayoría de países donde se ha instituido la figura del Ombusdman, se le confiere la facultad de poner en marcha las garantías jurisdiccionales de control constitucional, como una forma de compensación a la incoercibilidad de sus propias resoluciones.

2- Es de la propia naturaleza del Procurador, dada su propia denominación, representar y actuar en nombre de los ciudadanos, con el fin de defender los derechos humanos de los mismos. Esto puede llevarse a cabo judicial y extra judicialmente y en los casos que sean pertinentes. Por tanto, puede afirmarse que su legitimación activa en los juicios de amparo emana directamente de 3-a Constitución.

3- Los artículos 3 y 12 de la 1.p.c deben ser objeto en un futuro inmediato de reforma, con el objeto de armonizar las normas adjetivas con las sustantivas contenidas en la Constitución, lo anterior sin perjuicio de la posibilidad de interponer la demanda de inconstitucionalidad de los referidos artículos. Asimismo, una reforma a esta ley, debe incluir con exactitud las funciones del Procurador, no sólo en los juicios de amparo, sino también en las exhibiciones personales y la acción de inconstitucionalidad.

4- La multiplicidad de significaciones a que se presta el amparo (acción, recurso, proceso, derecho, garantía) no es óbice para que dentro de una interpretación extensiva y armónica de la Constitución, se restrinja la facultad conferida al Procurador de interponer los "recursos" judiciales o administrativos para la defensa de los Derechos Humanos, incluyendo lógicamente el amparo. 

En definitiva, siendo la atribución fundamental del Procurador "'velar por el respeto y la garantía de los derechos humanos", ésta puede adquirir variados matices y subsume distintas situaciones, que van desde la amigable composición, la mediación, la censura pública, hasta hacer uso de todos los mecanismos constitucionales establecidos para tal fin, de tal forma que negarle esta facultad sería limitar su mandato constitucional, así como interpretar restrictivamente la Constitución, contrario a lo que recomienda la doctrina sobre derechos humanos.

COMENTARIOS FINALES

En El Salvador, el Procurador ha interpuesto a la fecha tres amparos constitucionales. Uno por considerar que se les ha impedido a miembros de una comunidad, el ejercicio de su derecho de asociación, por parte del Alcalde Municipal. En los otros dos, los derechos vulnerados son el del trabajo, audiencia, seguridad jurídica y petición y respuesta, en perjuicio de un médico que ha sido separado de hecho de su cargo, así como de un profesor a quien no se le adjudicó la plaza que legalmente le correspondía. En estos casos, las autoridades demandadas son las más altas autoridades de los ministerios correspondientes de Salud y Educación. 

Sin embargo, las demandas presentadas aún no han sido admitidas en legal forma, lo cual parece indicar que precisamente la legitimación activa del Procurador para este tipo de juicios aún no está clara por parte de la más alta magistratura del país.
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